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Resumen 

En la actualidad, la mayoría de los países cuentan con marcos normativos que regulan 

la Interrupción Voluntaria del Embarazo (IVE). En 77 de ellos existe libertad de 

elección con limite gestacional, mientras que en la mayoría se permite solo bajo 

determinadas causales, existiendo también donde se prohíbe bajo cualquier 

circunstancia. En Chile rige la Ley Nº 21.030, que despenaliza la interrupción 

voluntaria del embarazo en tres causales: (1) riesgo vital de la mujer, (2) el embrión o 

feto padezca una patología incompatible con la vida extrauterina, y (3) violación. Sin 

embargo, ha ingresado a tramitación el proyecto de ley en mensaje, que habilita la 

interrupción voluntaria del embarazo dentro de las primeras catorce semanas de 

gestación.  

 

El mencionado proyecto de ley, en sintonía con las legislaciones extranjeras 

revisadas, Argentina y España, se permite la interrupción voluntaria del embarazo 

dentro de las primeras catorce semanas de gestación (inclusive) a petición de la 

mujer, adolescente o niña embarazada. En ambos países, además, se mantienen 

hipótesis adicionales similares a las de la Ley Nº 21.030 chilena, aunque con 

diferencias.  En España no existe una causal específica por violación, que si existía 

en la legislación anterior, por lo que pudo haber sido subsumida por la causal de IVE 

voluntaria, al tener esta un límite de 14 semanas. Por otra parte, a diferencia de la 

legislación chilena y argentina, en la española existe la causal por riesgo de graves 

anomalías en el feto. Finalmente, en Argentina no se contempla la causal de 

inviabilidad fetal, presentes tanto en la española como en la chilena. En cuanto a los 

plazos, tanto la ley chilena como la argentina no establecen límites en caso de riesgo 

materno en cambio, la normativa española pone un máximo de 22 semanas. En 

materia de autonomía, tanto España como Argentina reconocen la capacidad de 

decisión de la mujer a partir de los 16 años, mientras que Chile lo hace desde los 18, 

estableciendo un régimen intermedio entre los 14 y 18 años. 

 

Las normativas analizadas garantizan atención integral en salud durante todo el 

proceso, junto con información clara, objetiva y comprensible. Asimismo, establecen 

que la atención debe respetar las convicciones personales y morales de la paciente, 

así como sus decisiones respecto al ejercicio de sus derechos reproductivos. 

Finalmente, las dos normativas estudiadas y el proyecto de ley en Chile, permiten 

ejercer la objeción de conciencia al personal directamente implicado en una IVE y solo 

para esa intervención, pero con la condición de que el ejercicio de este derecho 

individual no pueda menoscabar el derecho de las mujeres que decidan interrumpir 

su embarazo. 

 

mailto:mlampert@bcn.cl
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Introducción 

En respuesta a una solicitud parlamentaria, se elabora el presente informe para explicar el proyecto de 

ley de origen en mensaje, que regula la interrupción voluntaria del embarazo dentro de las primeras 

catorce semanas de gestación (inclusive) a petición de la mujer, adolescente o niña embarazada. 

(Boletín 17.564-11), el que viene a complementar la actual legislación que permite el aborto en tres 

causales, con el “objeto de resguardar el derecho a la salud y los derechos sexuales y reproductivos de 

mujeres, adolescentes y niñas, y avanzar y profundizar en su reconocimiento”, a la vez de “garantizar el 

acceso a una interrupción voluntaria del embarazo oportuna, informada, legal y segura”. 

 

En la primera sección, se entregan antecedentes sobre cómo la temática del aborto, que presenta una 

problemática valórica y sanitaria, se ha comprendido en el sistema internacional de derechos humanos 

y se ha regulado a través de la normativa internacional. El segundo apartado se entrega antecedentes 

de la Ley Nº 21.030 y se explica el nuevo proyecto de ley en mensaje. Finalmente en el último apartado, 

se analizan dos casos, Argentina y España, lo que han sido elegidos por presentar normativas similares 

a la chilena. 

 

El tema que aborda este informe y sus contenidos están delimitados por los parámetros de análisis de 

Asesoría Técnica Parlamentaría y por los plazos e información disponibles. No se trata de un documento 

académico y se enmarca en los criterios de neutralidad, pertinencia, síntesis y oportunidad en su 

entrega. Se hace especial énfasis en la naturaleza ilustrativa y no exhaustiva del mismo, en especial 

atención al breve tiempo disponible para su elaboración. Para respaldar la investigación se utilizaron 

como fuentes la información legislativa de Chile, de agencias gubernamentales, y sitios Web 

especializados.  

 

I. Antecedentes  

El aborto es un tema complejo que puede considerarse tanto valórico como de salud pública, ya que 

contrapone el derecho a la vida del que está por nacer, con la libertad de cada mujer a decidir en lo 

relativo a su salud y fertilidad. En esta discusión sobre ponderación de derechos, uno de los temas 

centrales es la individuación del nasciturus y por tanto si es titular o no del derecho a la vida, lo que 

explica la vasta literatura destinada a discutir el estatus o condición moral y legal del pre-

embrión/embrión/feto, discusión conceptual que remite a tradiciones filosóficas y religiosas, así como 

también a las ciencias biológicas (Figueroa, 2013). 

 

Sin embargo, ese no es el único asunto que amerita ser revisado, pues aunque se sostenga que el 

nasciturus es persona y tiene derecho a la vida, de ahí no se sigue necesariamente  que el aborto deba 

prohibirse siempre, ya que hay otro titular y otros derechos que considerar, los de la mujer (Figueroa, 

2013). En este sentido, en el marco de los instrumentos del derecho internacional, si bien se ha 

reconocido el interés público de la protección de la vida del nonato, también puede ser legítimamente 

limitado bajo ciertas circunstancias en función de los derechos de las mujeres. Así, la protección a la 

vida del que está en gestación, muchas veces consagrada en esos mismos instrumentos, puede estar 

sujeta a la forma de ponderación de derechos propia del sistema internacional de derechos humanos 

(BCN, 2016:14).  

https://tramitacion.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=17564-11
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Por otra parte, en términos sanitarios, las nuevas Directices sobre el aborto de la OMS (2022) establecen 

que el aborto es una intervención sanitaria segura y sin complejidad, cuando se realiza con el método 

adecuado y por una persona con los conocimientos necesarios, por lo que la atención de calidad del 

aborto, se constituye como pieza fundamental de esta guía. Con la consideración, de que la prestación 

de servicios de calidad, incluye múltiples componentes, tales como la efectividad, eficiencia, 

accesibilidad, la seguridad y la equidad,  relevando esta última, para asegurar que la atención médica 

no varíe en calidad según el género, raza, etnia, nivel socioeconómico, educación de la persona, o si 

vive con una discapacidad o según su ubicación geográfica dentro de un país (OMS, 2022:1).  

 

Si bien la mayoría de los países a nivel internacional presentan marcos normativos que regulan la IVE, 

solo en 77 hay libertad de elección con limite gestacional, mientras en los otros se permite solo bajo 

determinadas circunstancias o incluso se prohíbe bajo cualquier circunstancia (CRR, 2025). Sin 

embargo, la condición jurídica del aborto no afecta a la necesidad de una mujer de abortar, pero sí a su 

acceso a un aborto seguro, lo que hace que estas intervenciones se den en forma clandestina, con poca 

o nula preparación médica y medicamentos que pueden resultar inapropiados, lo que implica altos 

riesgos para la salud de las mujeres. De hecho según estimaciones mundiales, el 45% de los abortos 

son peligrosos y entre el 4,7% y el 13,2% de todas las muertes maternas se atribuyen a abortos 

peligrosos, por lo que se trata de un problema crítico de salud pública y de derechos humanos (OMS, 

2022:2).  

 

Finalmente, así como los datos muestran que las mujeres abortan a pesar de las leyes restrictivas, 

también indican que no lo hacen debido a las leyes liberales. Algunas de las tasas de aborto más bajas 

del mundo se encuentran en países de Europa occidental, donde el aborto no solo es legal, sino que 

también está cubierto como un servicio estándar por los sistemas nacionales de seguro médico. Así, por 

ejemplo, la tasa de aborto en Alemania es menos de una cuarta parte que en Colombia, y la tasa en los 

Países Bajos es unas seis veces menor que la de la República Dominicana (Guttmacher, 2003:7). 

 

En un mundo donde las familias son cada vez más pequeñas, las mujeres utilizarán todos los recursos 

y métodos disponibles para controlar su fertilidad, por lo que el aborto se constituye en un método 

utilizado frente a un embarazo no deseado, de hecho según datos de la OMS, 6 de cada 10 embarazos 

no planeados y 3 de cada 10 embarazos terminan en un aborto provocado (OMS, 2022:1). Sin embargo, 

es amplia la evidencia  que demuestra que cuando los anticonceptivos modernos se ponen a disposición 

de las mujeres, su uso creciente reemplazará con el tiempo la dependencia previa del aborto y se 

convertirá en el principal factor asociado con la reducción de las tasas de aborto (Guttmacher, 2003:7). 

 

Por lo tanto, según los datos, uno de los desafíos clave para reducir la tasa de abortos, no 

necesariamente iría en la prohibición de este, sino en aumentar el acceso a los anticonceptivos en toda 

la sociedad y facilitar un uso más consistente y eficaz de los mismos (Guttmacher, 2003:10/ Cleland, 

2020; 98). Así los países que tienen nuevas legislaciones relativas a las IVE, han tendido a incluir la 

prestación dentro de un plan más amplio de derechos sexuales y reproductivos, donde se establece el 

acceso a información, educación sexual integral y a métodos anticonceptivos eficaces; ejemplos de esto 

son las legislaciones de Argentina (Ley 27.610) y España (Ley Orgánica 2/2010). 

 

https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/345000-349999/346231/norma.htm
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2010-3514
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II. Marco normativo nacional  

Desde su promulgación en 2017, en Chile se encuentra vigente la Ley Nº 21.030, la cual regula la 

despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales. Esta ley sustituyó el artículo 

119 del Código Sanitario, a la vez que incorporó  tres nuevos artículos al referido Código: artículo 119 

bis, artículo 119 ter y artículo 119 quáter. Por otra parte, reemplaza el artículo 344 del Código Penal, 

para despenalizar el aborto en las tres causales. 

 

Recientemente, el 29 de mayo, el Presidente de la República ingresó a tramitación a la Cámara de 

Diputadas y Diputados, el proyecto de ley que regula la interrupción voluntaria del embarazo en las 

primeras catorce semanas (14) de gestación a petición de la mujer embarazada (Boletín N° 17564-11), 

el que desde el 2 de junio 2025 se encuentra en primer trámite constitucional, pasando a tramitación en 

la Comisión de Salud de la Cámara de Diputadas y Diputados. 

 

De aprobarse el proyecto de ley como está planteado, se establece una regulación del aborto mixta, en 

la que la interrupción voluntaria del embarazo estará permitida durante un plazo de 14 semanas, 

mientras que fuera de ese plazo, se mantendría el sistema de causales que está actualmente vigente. 

 

1. Ley Nº 21.030, la cual regula la despenalización de la interrupción voluntaria del 

embarazo en tres causales 

 

Causales 

 

Mediando la voluntad de la mujer, se autoriza la interrupción de su embarazo por un médico cirujano, 

solo bajo las siguientes tres causales (art. 119): 

 

a. La mujer se encuentre en riesgo vital, de modo que la interrupción del embarazo evite un peligro 

para su vida. 

b. El embrión o feto padezca una patología congénita adquirida o genética, incompatible con la vida 

extrauterina independiente, en todo caso de carácter letal. 

c. Sea resultado de una violación, siempre que no hayan transcurrido más de doce semanas de 

gestación. Tratándose de una niña menor de 14 años, la interrupción del embarazo podrá 

realizarse siempre que no hayan transcurrido más de catorce semanas de gestación.  

 

Manifestación de voluntad 

  

En cualquiera de las causales, la mujer deberá manifestar en forma previa y por escrito su voluntad de 

interrumpir el embarazo. Cuando la solicitante sea menor de 14 años, deberá contar con la autorización 

de su representante legal. Tanto a falta de autorización o en el caso de que informar a su representante, 

pueda conllevar un riesgo para la niña, se solicitará la intervención del juez. En el caso de una 

adolescente de 14 años, pero menor de 18, solo se deberá informar a su representante legal1 y de 

                                                
1 Si la adolescente tuviere más de uno, sólo se informará al que ella señale. 
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haber antecedentes de que esa información podría generarle un grave riesgo, se informará al adulto 

responsable que ella señale (art. 119). 

 

Garantía de información y programa de acompañamiento 

 

El prestador de salud deberá proporcionar a la mujer información veraz y objetiva sobre las 

características de la IVE y sus alternativas, incluyendo los programas de apoyo y de adopción 

disponibles. También la mujer tendrá derecho a un programa de acompañamiento, el que sólo podrá 

realizarse en la medida que la mujer lo autorice. Ninguno de los programas podrá estar destinado a 

influir en la voluntad de la mujer (art. 119). 

 

Diagnóstico y evaluación 

 

Para los causas 1 y 2 se deberá contar con los diagnósticos médicos necesarios, mientras en el caso 

de violación, un equipo de salud especialmente conformado para estos efectos, confirmará la 

concurrencia de los hechos y la edad de gestacional (art. 119 bis). 

 

Objeción de conciencia 

 

Tanto el personal al que corresponda participar de la IVE en el pabellón quirúrgico como las instituciones 

privadas, pueden manifestar objeción de conciencia. Sin embargo, los establecimientos deben tomar 

medidas para que no afecte de modo alguno de la prestación médica IVE (art. 119 ter). 

 

Aplicación de la Ley N° 21.030 

 

El sistema de información del IVE comenzó oficialmente a operar en forma estandarizada en el 2018, 

inicialmente mediante el registro en formularios en papel y desde enero del 2019 a través de la 

plataforma en línea.  Según cifras del Departamento de Estadísticas e Información de Salud, hasta el 12 

de agosto del 2025 se había registrado 6.567casos de IVE, distribuidos de la siguiente forma2: 

 

Cuadro N°1. IVEs por año y causal (Número de casos y porcentaje) 

 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 

Causal N % N % N % N % N % N % N % 

Riesgo vital 262 35,7 267 32,6 162 24,2 252 29,9 262 30,0 293 28,2 329 29,4 

Embrión o 

feto 

incompatible 

con la vida 

346 47,2 414 50,6 352 52,2 457 54,3 392 45,0 398 38,4 401 35,9 

Violación 124 16,9 137 16,7 154 23,0 132 15,7 217 25,0 345 33,3 387 34,6 

Total 732 818 668 841 871 1.036 1.117 

Fuente: DEIS, 2025 

 

                                                
2 Se incluyen solo series completas y por tanto no se consideran los datos 2025. 
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El Cuadro N° 1 muestra un aumento progresivo del número de IVEs por año, en un marco nacional 

donde el número de nacimientos va cayendo en el mismo periodo, ya que según datos INE el 2018 hubo 

221. 731 nacimientos, mientras el 2024 fueron solo 154.4413 (INE, 2025). 

Al analizar la evolución de los datos desde el año 2018 al 2024 (series completas), se observa que los 

cuatro primeros años la causal 2 es la causal más invocada, la que va subiendo de un 47,2% a un 54,3% 

del total de las IVEs de cada año, mientras la causal 1 baja de un 35,7% el 2018 a un 24,2% en el 2020, 

pero vuelve a subir a un 29,9% el 2021 y la causal 3 va de un 16,9% a un 23% en el 2020, bajando 

drásticamente al año siguiente. Sin embargo, a partir del año 2022 se empiezan a igualar el número de 

casos para todas las causales, bajando la segunda causal y subiendo notablemente la tercera, que ese 

año fue de un 25%, para ir a 33,3% el siguiente año y a 34,6% el 2024. El gráfico daría cuenta entonces, 

tanto de un aumento progresivo de intervenciones a razón de la causal de violación, como de un cambio 

en la proporción de los abortos en las tres causales (DEIS, 2025).  

 

2. Proyecto de ley que regula la interrupción voluntaria del embarazo en los tiempos 

que se indican. 

 

El proyecto de ley en comento contempla cuatro artículos permanentes, donde se desarrollan las 

siguientes temáticas:  

 

Causales 

 

Se habilita la interrupción voluntaria del embarazo dentro de las primeras catorce semanas de 

gestación (inclusive) a petición de la mujer, adolescente o niña embarazada. Además, se establece 

que al Ministerio de Salud le corresponderá dictar las normas técnicas que regulen dicha prestación (art. 

1). 

 

Manifestación de voluntad 

 

Para acceder a la interrupción voluntaria del embarazo la mujer deberá manifestar su voluntad, en 

conformidad a las reglas señaladas en los incisos segundos al noveno del artículo 119 del Código 

Sanitario, los mismos utilizados en el caso de la Ley Nº 21.030 del aborto en tres causales, de la 

siguiente forma (art. 2): 

 

 En forma expresa, previa y por escrito su voluntad de interrumpir el embarazo. No se requerirá 

la manifestación de voluntad, en aquellos casos en que la condición de salud o cuadro clínico de 

la persona implique riesgo vital o secuela funcional grave de no mediar atención médica 

inmediata e impostergable y el paciente no se encuentre en condiciones de expresar su voluntad 

ni sea posible obtener el consentimiento de su representante legal, de su apoderado o de la 

persona a cuyo cuidado se encuentre, según corresponda o cuando la persona se encuentra en 

incapacidad de manifestar su voluntad y no es posible obtenerla de su representante legal, por 

                                                
3 La única excepción se constituye el año 2022  con 189.303 nacimientos 
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no existir o por no ser habido. En estos casos se adoptarán las medidas apropiadas en orden a 

garantizar la protección de la vida4. 

 

 En el caso de personas con discapacidad sensorial, sea visual o auditiva, así como en el caso 

de personas con discapacidad mental psíquica o intelectual, que no hayan sido declaradas 

interdictas y que no puedan darse a entender por escrito, se dispondrá de los medios alternativos 

de comunicación para prestar su consentimiento, en concordancia con lo dispuesto en la ley Nº 

20.422 y en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

 

 Si la mujer ha sido judicialmente declarada interdicta por causa de demencia, se deberá obtener 

la autorización de su representante legal, debiendo siempre tener su opinión en consideración, 

salvo que su incapacidad impida conocerla. 

 

 Tratándose de una niña menor de 14 años, además de su voluntad, la interrupción del 

embarazo deberá contar con la autorización de su representante legal, o de uno de ellos, a 

elección de la niña, si tuviere más de uno. A falta de autorización, entendiendo por tal la negación 

del representante legal, o si éste no es habido, la niña, asistida por un integrante del equipo de 

salud, podrá solicitar la intervención del juez para que constate la ocurrencia de la causal5. 

Cuando a juicio del médico existan antecedentes para estimar que solicitar la autorización del 

representante legal podría generar a la menor de 14 años, o a la mujer judicialmente declarada 

interdicta por causa de demencia, un riesgo grave de maltrato físico o psíquico, coacción, 

abandono, desarraigo u otras acciones u omisiones que vulneren su integridad, se prescindirá 

de tal autorización y se solicitará una autorización judicial sustitutiva6. Para efectos de este inciso 

la opinión del médico deberá constar por escrito. 

 

 La voluntad de interrumpir el embarazo, manifestada por una adolescente de 14 años y menor 

de 18 deberá ser informada a su representante legal. Si la adolescente tuviere más de uno, sólo 

se informará al que ella señale. Si a juicio del equipo de salud existen antecedentes que hagan 

deducir razonablemente que proporcionar esta información al representante legal señalado por 

la adolescente podría generar a ella un riesgo grave de maltrato físico o psíquico, coacción, 

abandono, desarraigo u otras acciones u omisiones7 que vulneren su integridad, se prescindirá 

de la comunicación al representante y, en su lugar, se informará al adulto familiar que la 

adolescente indique y, en caso de no haberlo, al adulto responsable que ella señale. 

                                                
4 Ley Nº 20.584, articulo 15, letra b 
5 El tribunal resolverá la solicitud de interrupción del embarazo sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, 

oyendo a la niña y al representante legal que haya denegado la autorización. Si lo estimare procedente, podrá también oír a un 

integrante del equipo de salud que la asista. 
6 La autorización judicial sustitutiva será solicitada al juez con competencia en materia de familia del lugar donde se encuentre 

la menor de 14 años o la mujer judicialmente declarada interdicta por causa de demencia. El procedimiento será reservado y 

no será admitida oposición alguna de terceros distintos del representante legal que hubiere denegado la autorización. La 

resolución será apelable y se tramitará según lo establecido en el artículo 69, inciso quinto, del Código Orgánico de Tribunales. 
7 En el caso de que la adolescente se halle expuesta a alguno de los riesgos referidos, el jefe del establecimiento hospitalario 

o clínica particular deberá informar al tribunal con competencia en materia de familia que corresponda, para que adopte las 

medidas de protección que la ley establece. 
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Garantía de información 

 

La mujer tendrá derecho a que se le entregue información en los términos señalados en el inciso décimo 

del artículo 119 del Código Sanitario (art. 2), igualando los derechos a información de IVE por tres 

causales al actual proyecto, en la siguiente forma: 

 

El prestador de salud deberá proporcionar a la mujer información suficiente, oportuna, veraz y 

comprensible, sea en forma visual, verbal o por escrito según lo establecido en los artículos 8 y 10, de 

la ley Nº 20.584, de la siguiente forma: 

 

 Las atenciones de salud o tipos de acciones de salud que el prestador respectivo ofrece o tiene 

disponibles y los mecanismos a través de los cuales se puede acceder a dichas prestaciones, 

así como el valor de las mismas. 

 

 Las condiciones previsionales de salud requeridas para su atención, los antecedentes o 

documentos solicitados en cada caso y los trámites necesarios para obtener la atención de salud. 

 

 Las condiciones y obligaciones contempladas en sus reglamentos internos que las personas 

deberán cumplir mientras se encuentren al interior de los establecimientos asistenciales. 

 

 Las instancias y formas de efectuar comentarios, agradecimientos, reclamos y sugerencias. 

 

 Las características y condiciones de uso de las tecnologías que empleará para las prestaciones 

de salud digital como, asimismo, los medios tecnológicos y conectividad con que deberá contar 

y las acciones que deba realizar el paciente para comunicarse correctamente con el prestador 

respectivo, a través de un lenguaje o medios que faciliten su comprensión8. 

 

 En forma oportuna y comprensible, por parte del médico u otro profesional tratante, acerca del 

estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento 

disponibles para su recuperación y de los riesgos que ello pueda representar, así como del 

pronóstico esperado, y del proceso previsible del postoperatorio cuando procediere, de acuerdo 

con su edad y condición personal y emocional. Asimismo, todo niño, niña y adolescente tiene 

derecho a recibir información sobre su enfermedad y la forma en que se realizará su tratamiento, 

adaptada a su edad, desarrollo mental y estado afectivo y psicológico. 

 

 Cuando la condición de la persona, a juicio de su médico tratante, no le permita recibir la 

información directamente o padezca de dificultades de entendimiento o se encuentre con 

alteración de conciencia, la información será dada a su representante legal, o en su defecto, a la 

persona bajo cuyo cuidado se encuentre. Sin perjuicio de lo anterior, una vez que haya 

                                                
8 Los prestadores deberán colocar y mantener en un lugar público y visible, una carta de derechos y deberes de las personas 

en relación con la atención de salud, cuyo contenido será determinado mediante resolución del Ministro de Salud. 
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recuperado la conciencia y la capacidad de comprender, deberá ser informada en los términos 

indicados en el inciso precedente. 

 

 Tratándose de atenciones médicas de emergencia o urgencia, es decir, de aquellas en que la 

falta de intervención inmediata e impostergable implique un riesgo vital o secuela funcional grave 

para la persona y ella no esté en condiciones de recibir y comprender la información, ésta será 

proporcionada a su representante o a la persona a cuyo cuidado se encuentre, velando porque 

se limite a la situación descrita. Sin perjuicio de lo anterior, la persona deberá ser informada, de 

acuerdo con lo indicado en los incisos precedentes, cuando a juicio del médico tratante las 

condiciones en que se encuentre lo permitan, siempre que ello no ponga en riesgo su vida. La 

imposibilidad de entregar la información no podrá, en ningún caso, dilatar o posponer la atención 

de salud de emergencia o urgencia. 

 

 Los prestadores deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar la adecuada 

confidencialidad durante la entrega de esta información, así como la existencia de lugares 

apropiados para ello. 

 

Asimismo, deberá entregarle información verbal y escrita sobre las alternativas a la interrupción del 

embarazo, incluyendo la de programas de apoyo social, económico y de adopción disponibles. La 

información será siempre completa y objetiva, y su entrega en ningún caso podrá estar destinada a influir 

en la voluntad de la mujer. No obstante lo anterior, el prestador de salud deberá asegurarse de que la 

mujer comprende todas las alternativas que tiene el procedimiento de interrupción, antes de que éste se 

lleve a cabo, y de que no sufra coacción de ningún tipo en su decisión (art. 2). 

 

Objeción de conciencia 

 

Se reconoce el derecho del médico cirujano y del resto del personal de salud requerido para interrumpir 

el embarazo de abstenerse en los mismos términos y condiciones señalados en el artículo 119 ter del 

Código Sanitario, en los siguientes términos (art. 2): 

 

El médico cirujano requerido para interrumpir el embarazo por alguna de las causales podrá abstenerse 

de realizarlo cuando hubiese manifestado su objeción de conciencia al director del establecimiento de 

salud, en forma escrita y previa. De este mismo derecho gozará el resto del personal al que corresponda 

desarrollar sus funciones al interior del pabellón quirúrgico durante la intervención. En este caso, el 

establecimiento tendrá la obligación de reasignar de inmediato otro profesional no objetante a la 

paciente.  

 

Si el establecimiento de salud no cuenta con ningún facultativo que no haya realizado la manifestación 

de objeción de conciencia, deberá derivarla en forma inmediata para que el procedimiento le sea 

realizado por quien no haya manifestado dicha objeción. El Ministerio de Salud dictará los protocolos 

necesarios para la ejecución de la objeción de conciencia. Dichos protocolos deberán asegurar la 

atención médica de las pacientes que requieran la interrupción de su embarazo en conformidad con los 

artículos anteriores. La objeción de conciencia es de carácter personal y podrá ser invocada por una 

institución. 
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Si el profesional que ha manifestado objeción de conciencia es requerido para interrumpir un embarazo, 

tendrá la obligación de informar de inmediato al director del establecimiento de salud que la mujer 

requirente debe ser derivada. 

 

En el caso de que la mujer requiera atención médica inmediata e impostergable, invocando la causal del 

número 1) del inciso primero del artículo 1199 quien haya manifestado objeción de conciencia no podrá 

excusarse de realizar la interrupción del embarazo cuando no exista otro médico cirujano que pueda 

realizar la intervención. 

 

Garantía de acceso 

 

Se reconoce el deber del Estado de implementar las medidas necesarias para garantizar el acceso en 

el más breve plazo a la prestación de interrupción voluntaria del embarazo y a información veraz, 

completa y objetiva sobre la regulación, los derechos y condiciones para acceder a la prestación (art. 3). 

 

Facultad de las matronas para participar en IVE 

 

Se modifica el artículo 117 del Código Sanitario, para facultar a las matronas a participar en la atención 

de las IVE, en el siguiente sentido (art. 4): 

 

Artículo 117°.- Los servicios profesionales de la matrona comprenden la atención del embarazo, 

parto y puerperio normales, de la interrupción voluntaria del embarazo y la atención del recién 

nacido, como, asimismo, actividades relacionadas con la lactancia materna, la planificación 

familiar, la salud sexual y reproductiva y la ejecución de acciones derivadas del diagnóstico y 

tratamiento médico y el deber de velar por la mejor administración de los recursos de asistencia 

para el paciente. 

En la asistencia de partos, sólo podrán intervenir mediante maniobras en que se apliquen técnicas 

manuales y practicar aquellos procedimientos que signifiquen atención inmediata de la parturienta. 

Podrán indicar, usar y prescribir sólo aquellos medicamentos que el reglamento clasifique como 

necesarios para la atención de partos normales e interrupciones voluntarias del embarazo y en 

relación con la planificación familiar y la regulación de la fertilidad, prescribir métodos 

anticonceptivos, tanto hormonales -incluyendo anticonceptivos de emergencia- como no 

hormonales, y desarrollar procedimientos anticonceptivos que no impliquen uso de técnicas 

quirúrgicas, todo ello en conformidad a la ley Nº 20.418. 

 

Respecto del régimen de transición, se dispone: 

 

                                                
9 La mujer se encuentre en riesgo vital, de modo que la interrupción del embarazo evite un peligro para su vida. 
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Dentro del plazo de 6 meses desde la publicación de la presente ley, el Ministerio de Salud deberá 

dictar las normas técnicas mencionadas en el artículo 1 de esta ley. Dentro del mismo plazo, 

además, deberá actualizar las normas reglamentarias y/o protocolos mencionados en los artículos 

117 y 119 ter del Código Sanitario (Artículo primero transitorio). 

El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de 

vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente de la partida presupuestaria del Ministerio 

de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dichos 

presupuestos con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público en lo que faltare. Para los 

años posteriores, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las 

respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público. (Artículo segundo transitorio). 

 

III. Legislación Extranjera   

En esta sección se entrega información tanto sobre la normativa de sobre el aborto y de la aplicación de 

la ley en dos países, uno en Latinoamérica  y otro en Europa, los que fueron seleccionados a razón de 

su similitud con el proyecto de ley chileno, tal como se observa a continuación: 

 

1. Argentina  

 

En la norma del Código Penal de 1921 se establecía en el artículo 86 los casos en los que no se debía 

penar la interrupción del embarazo: 

 

a. Cuando se practica con el fin de evitar un peligro para la vida o la salud de la mujer;  

b. Cuando se interrumpe un embarazo fruto de una violación o de un atentado contra el pudor 

cometido sobre una mujer idiota o demente (Hopp, 2021:7).   

 

Posteriormente, el 24 de enero de 2021 entró en vigencia en todo el territorio nacional la Ley Nº 27.610 

de Acceso a la Interrupción Voluntaria del Embarazo (IVE) y a la atención postaborto,  con la que se 

establece una regulación del aborto mixta, en la que la interrupción voluntaria del embarazo está 

permitida y es un derecho durante un plazo de 14 semanas, mientras fuera del plazo establecido, se 

mantiene el sistema de indicaciones o causales que constituyen causas de justificación (Hopp, 2021:7). 

 

Con la nueva la Ley Nº 27.610  se busca dar cumplimiento de los compromisos asumidos por el Estado 

argentino en materia de salud pública y derechos humanos de las mujeres y de personas con otras 

identidades de género con capacidad de gestar y a fin de contribuir a la reducción de la morbilidad y 

mortalidad prevenible (art. 1).  

 

Causales 

 

La ley otorga, a las mujeres y personas con otras identidades de género con capacidad de gestar, el 

derecho a decidir y acceder a la interrupción de su embarazo, en las siguientes hipótesis: 
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a. A petición hasta la semana catorce (14) inclusive del proceso gestacional (art. 4). 

b. Si el embarazo fuere resultado de una violación (sin límite de tiempo) (art. 4.) 

c. Si estuviere en peligro la vida o la salud integral de la persona gestante10 (sin límite de tiempo) 

(art.4). 

 

Manifestación de voluntad 

 

Previo a la realización de la interrupción voluntaria del embarazo, se requiere el consentimiento 

informado de la persona gestante mayor de 16 años expresado por escrito11. Nadie puede ser sustituido 

en el ejercicio personal de este derecho (art. 7 y art.8).  

En el caso de personas menores de dieciséis (16) años de edad12, también se requerirá su 

consentimiento informado13 o través de sus representantes legales (art 8), aplicando el concepto de 

autonomía progresiva del adolescente y con las siguientes consideraciones (art. 26 del Código Civil y 

Comercial de la Nación). 

 Se presume que el adolescente entre trece y dieciséis años tiene aptitud para decidir por sí 

respecto de aquellos tratamientos que no resultan invasivos, ni comprometen su estado de 

salud o provocan un riesgo grave en su vida o integridad física.  

 De ser un tratamiento invasivo que comprometen su estado de salud o está en riesgo la 

integridad o la vida, el adolescente debe prestar su consentimiento con la asistencia de sus 

progenitores; el conflicto entre ambos se resuelve teniendo en cuenta su interés superior, sobre 

la base de la opinión médica respecto a las consecuencias de la realización o no del acto 

médico. 

 Por su parte si la persona cuenta con edad y grado de madurez suficiente, puede ejercer por sí 

los actos que le son permitidos por el ordenamiento jurídico. En situaciones de conflicto de 

intereses con sus representantes legales, puede intervenir con asistencia letrada. 

Con todo, la persona menor de edad tiene derecho a ser oída en todo proceso judicial que le concierne 

así como a participar en las decisiones sobre su persona (art. 26 del Código Civil y Comercial de la 

Nación) 

En el caso de personas con capacidad restringida por sentencia judicial y la restricción no tuviere relación 

con el ejercicio de los derechos que otorga la presente ley, podrá prestar su consentimiento informado 

sin ningún impedimento ni necesidad de autorización previa alguna y, si lo deseare, con la asistencia 

                                                
10 No se incluye en forma explícita el caso de embrión o feto padezca una patología congénita adquirida o genética, incompatible 

con la vida, dentro de las causales que amplían los plazos para acceder al aborto. 
11 De conformidad con lo previsto en la ley 26.529 y concordantes y en el artículo 26 y 59 del Código Civil y Comercial de la 

Nación. 
12 En el marco de lo establecido en la Convención sobre los Derechos del Niño, la ley 26.061, el artículo 7º del anexo I del 

decreto 415/06, el artículo 26 del Código Civil y Comercial de la Nación y la resolución 65/15 del Ministerio de Salud de la 

Nación. 
13 Se procederá conforme lo dispuesto en el artículo 26 del Código Civil y Comercial y la resolución 65/15 del Ministerio de 

Salud de la Nación en concordancia con la Convención de los Derechos del Niño, la ley 26.061, el artículo 7º del anexo I del 

decreto reglamentario 415/06 y el decreto reglamentario 1.282/03 de la ley 25.673. 
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del sistema de apoyo14 que le facilite la comunicación, la comprensión y la manifestación de voluntad de 

la persona para el ejercicio de sus derechos (art.9). 

 

Si la sentencia judicial de restricción a la capacidad impide prestar el consentimiento para el ejercicio de 

los derechos previstos en la ley, o la persona ha sido declarada incapaz judicialmente, deberá prestar 

su consentimiento con la asistencia de su representante legal o, a falta o ausencia de este o esta, la de 

una persona allegada15. En ausencia de todos ellos, el médico puede prescindir del consentimiento si 

su actuación es urgente y tiene por objeto evitar un mal grave al paciente (art. 59 del Código Civil y 

Comercial de la Nación). 

 

Garantía de  información y programa de acompañamiento 

 

Realizada la solicitud de interrupción voluntaria del embarazo el establecimiento de salud pondrá a 

disposición de las personas gestantes que así lo requieran, en el marco del Programa Nacional de Salud 

Sexual y Procreación Responsable, ley 25.673, lo siguiente: 

 

 Información sobre el procedimiento que se llevará a cabo y los cuidados posteriores necesarios, 

considerando, que el personal de salud debe observar un trato digno, respetar las convicciones 

personales y morales de la paciente, así como decisiones respecto al ejercicio de sus derechos 

reproductivos, con respeto por su intimidad y dignidad humana, así como el debido resguardo de 

la confidencialidad; protegiendo a la paciente de injerencias ilegítimas por parte de terceros (art. 

5). 

 

 El personal de salud debe mantener una escucha activa y respetuosa de las pacientes para 

expresar libremente sus necesidades y preferencias. La paciente tiene derecho a recibir la 

información sobre su salud; el derecho a la información incluye el de no recibir información 

inadecuada en relación con la solicitada Se debe suministrar información sobre los distintos 

métodos de interrupción del embarazo, los alcances y consecuencias de la práctica. Dicha 

información debe ser actualizada, comprensible, veraz y brindada en lenguaje y con formatos 

accesibles (art. 5). 

 

 Atención integral de su salud a lo largo de todo el proceso. 

 

 Acompañamiento en el cuidado de la salud e información adecuada y accesible a las necesidades 

de cada persona, científica, actualizada sobre los distintos métodos anticonceptivos disponibles, 

así como la provisión de los métodos anticonceptivos previstos en el Programa Médico Obligatorio 

(PMO) y en la ley 25.673 o la normativa que en el futuro la reemplace. Estos servicios no son 

obligatorios para la paciente ni condición para la realización de la práctica. 

 

 

                                                
14 Previsto en el artículo 43 del Código Civil y Comercial de la Nación 
15 En los términos del artículo 59 del Código Civil y Comercial de la Nación 
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Diagnóstico y evaluación 

 

Bajo la causal de violación, la persona gestante tiene derecho a decidir y acceder a la interrupción de su 

embarazo, con el requerimiento y la declaración jurada pertinente, ante el personal de salud interviniente. 

En los casos de niñas menores de trece (13) años, la declaración jurada no será requerida (art.4). 

 

En el caso  que estuviera en peligro la vida o la salud de la persona gestante, se necesita la constancia 

de la causal en la historia clínica, debido a que el riesgo debe ser evaluado y establecido por el personal 

de salud interviniente. Sin embargo, este peligro solo implica la posibilidad de afectación y no exige la 

configuración concreta de un daño (Ministerio de Justicia, 2025). 

 

Objeción de conciencia 

 

El o la profesional de salud que deba intervenir de manera directa en la interrupción del embarazo tiene 

derecho a ejercer la objeción de conciencia. A los fines del ejercicio de la misma, deberá (art. 10): 

 

 Mantener su decisión en todos los ámbitos, público, privado o de la seguridad social, en los 

que ejerza su profesión; 

 Derivar de buena fe a la paciente para que sea atendida por otro u otra profesional en forma 

temporánea y oportuna, sin dilaciones; 

 Cumplir con el resto de sus deberes profesionales y obligaciones jurídicas; 

 El personal de salud no podrá negarse a la realización de la interrupción del embarazo en 

caso de que la vida o salud de la persona gestante esté en peligro y requiera atención 

inmediata e impostergable; 

 No se podrá alegar objeción de conciencia para negarse a prestar atención sanitaria 

postaborto; 

 El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente artículo dará lugar a las 

sanciones disciplinarias, administrativas, penales y civiles, según corresponda. 

 

Aquellos efectores de salud del subsector privado o de la seguridad social que no cuenten con 

profesionales para realizar la interrupción del embarazo a causa del ejercicio del derecho de objeción 

de conciencia, deberán prever y disponer la derivación a un efector que realice efectivamente la 

prestación y que sea de similares características al que la persona solicitante de la prestación consultó.  

 

En todos los casos se debe garantizar la realización de la práctica conforme a las previsiones de la 

presente ley. Las gestiones y costos asociados a la derivación y el traslado de la paciente quedarán a 

cargo del efector que realice la derivación (art. 11). 

 

Garantía de acceso 

 

Todos aquellos agentes y organizaciones que brinden servicios médico-asistenciales a las personas 

afiliadas o beneficiarias, independientemente de la figura jurídica que posean, deben incorporar la 

cobertura integral y gratuita de la interrupción voluntaria del embarazo prevista en la presente ley en 

todas las formas que la Organización Mundial de la Salud recomienda. Estas prestaciones quedan 
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incluidas en el Programa Nacional de Garantía de Calidad de la Atención Médica y en el PMO con 

cobertura total, junto con las prestaciones de diagnóstico, medicamentos y terapias de apoyo (art. 12). 

 

Aplicación de la Ley  

 

El acceso al aborto y a una atención de calidad depende, entre otros factores, de contar con información 

adecuada que permita conocer la demanda real y efectiva de las prestaciones. En ese marco, el 

Dirección Nacional de Salud Sexual y Reproductiva (DNSSR) del Ministerio de Salud de Argentina, 

desarrolló el documento ImplementAR IVE/ILE, que entrega Informacion federal de la implementación 

de la Ley 27.610.  

 

En la búsqueda realizada se encontraron los documentos para los años 2021 y 2022, los que dan cuenta 

en forma conjunta del número de interrupciones voluntarias del embarazo (IVE) y de interrupciones 

legales del embarazo (ILE)16, del sistema de salud público. El documento del año 2023, solo entrega 

información parcial (entre enero y octubre), mientras para el año 2024, no se encontró documento. 

Según Proyecto Mirar, la DNSSR dejó de publicar sus informes (Latfem, 2025), así que para incluir el 

año 2023 en la serie, se recurre a una segunda fuente de datos, el  Proyecto Mirar, que es una iniciativa 

del Centro de Estudios de Estado y Sociedad (CEDES) junto a Ibis Reproductive Health, que desde 

2020 monitorea la implementación de la ley de aborto en Argentina y que también entrega los datos de 

la Dirección Nacional de Salud Sexual y Reproductiva (CEDES, 2024a). Tal como se observa a 

continuación: 

 

Cuadro N°2 Tratamientos con medicamento distribuidos  y  IVE/ILE por año 

Año Tratamientos con Medicamento 

distribuidos para Aborto 
IVE/ILE en Recintos públicos 

2020 18.59017 No se encontró información  

2021 74.071 73.487 

2022 90.900 96.664 

2023 166.164 86.565 

Fuente: Elaboración propia con datos DNSSR 

 

A partir de los datos, puede observarse un aumento progresivo de la distribución de tratamientos 

médicos para el aborto, en particular entre el año 2020 y 2021, la cantidad cambia radicalmente, 

posiblemente por la entrada en vigencia de Ley Nº 27.610. Si bien, vale aclarar que los tratamientos 

distribuidos de Mifepristona y Misoprostol, no deben interpretarse como abortos realizados, sino como 

insumos puestos a disposición de los servicios para atender la demanda de abortos voluntarios y abortos 

legales- datos entregados por CEDES dan cuenta que 9 de cada 10 abortos se asisten antes de las 12 

semanas de gestación y mayoritariamente se realizan con medicamentos (CEDES, 2024b). Por otra 

parte, no se encontró Informacion disponible del número de ILE antes de la promulgación de la ley de 

aborto, por lo que no se puede ver si existe un efecto en el número de interrupciones debido a la ley. 

                                                
16 Cuando el embarazo fuere resultado de una violación o si estuviera en peligro la vida o la salud de la persona gestante 
17 Antes de la ley Nº 27.610, solo se permitían las ILE 
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Tampoco tenemos una serie IVE/ILE que permita sacar alguna conclusión, solo es posible observar que 

del año 2021 al 2022 hubo un aumento significativo de casos, probablemente porque la ley ya estaba 

en pleno funcionamiento, efecto que ya no se observa para el año 2023, estancamiento en las cifras que 

puede deberse a la falta de recursos que está teniendo el Programa Nacional de Salud Sexual y 

Reproductiva, pieza fundamental en la implementación de la Ley 27.610. 

 

Según información disponible, desde la llegada del Presidente Milei, el Programa Nacional  antes 

mencionado, fue progresivamente desfinanciado, llegando a un 0,19% del gasto ejecutado en 2024 

(Latfem, 2025), probable razón por la que ese año, el Ministerio de Salud de la Nación no distribuyó 

ningún tratamiento medicamentoso para IVE/ ILE de los 100.400 planificados, así como tampoco envió 

las cánulas para aspiración manual endouterina (AMEU) base para las interrupción quirúrgica del 

embarazo, delegando en las provincias el financiamiento y  la decisión sobre la aplicación de políticas 

públicas vinculadas al aborto (CEDES, 2024b).  

 

Para el año 2025 se ha proyectado una ejecución del 0,7% del presupuesto del programa, y según datos 

de la Cámara de Diputados de la Nación, la Dirección Nacional de Salud Sexual y Reproductiva no tiene 

una línea presupuestaria asignada para cumplir con la Ley 27.610 para el año 2026 (Latfem, 2025). 

 

2. España  

 

La primera ley que permitió el aborto en España, fue la Ley Orgánica 9/1985, que despenalizaba la 

interrupción voluntaria del embarazo bajo tres supuestos específicos:  

 

a. En caso criminológico (violación), dentro de las primeras 12 semanas. 

b. Que fuera necesario para evitar un grave peligro para la vida o la salud física o psíquica de la 

embarazada sin límite en las semanas de gestación. 

c. Que el feto podría nacer con graves taras físicas o psíquicas, siempre que el aborto se practique 

dentro de las 22 primeras semanas de gestación. 

 

Norma que fue derogada por la  Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y 

de la interrupción voluntaria del embarazo —que según reza en su preámbulo— pretende adecuar el 

marco normativo al consenso de la comunidad internacional en esta materia, mediante la actualización 

de las políticas públicas y la incorporación de nuevos servicios de atención de la salud sexual y 

reproductiva. 

 

Siendo una ley que abarca muchas temáticas, solo a partir del articulo 12 y siguientes se trata el acceso 

a la interrupción voluntaria del embarazo, la que se llevará a cabo bajo las condiciones que esta ley 

determina y que siempre deben interpretarse en el modo más favorable para la protección y eficacia de 

los derechos fundamentales de la mujer que solicita la intervención,  considerando en  particular,  su 

derecho al libre desarrollo de la personalidad, a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, a la 

libertad ideológica y a la no discriminación.  
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Causales 

 

Podrá interrumpirse el embarazo- que se practique por un médico especialista, preferiblemente en 

obstetricia y ginecología o bajo su dirección- y Que se lleve a cabo en centro sanitario público o en un 

centro privado acreditado (art.13): 

 

a. A petición de la mujer embarazada, dentro de las primeras 14 semanas de gestación (art. 14). 

b. Siempre que exista grave riesgo para la vida o la salud de la embarazada, mientras no se 

supere las 22 semanas de gestación (art. 15). 

c. Siempre que exista riesgo de graves anomalías en el feto, mientras no se supere las 22 

semanas de gestación (art. 15). 

d. Cuando se detecten anomalías fetales incompatibles con la vida o cuando se detecte en el feto 

una enfermedad extremadamente grave e incurable (art. 15). 

Manifestación de voluntad  

 

Las mujeres podrán interrumpir voluntariamente su embarazo a partir de los 16 años18, siempre y cuando 

el procesamiento se realice con el consentimiento expreso informado y por escrito de la mujer 

embarazada (art13 y 13 bis). Respecto de las menores de 1619 y las menores de 16 años en situación 

de desamparo; si ella no es capaz, intelectual ni emocionalmente, de comprender el alcance de la 

intervención, entonces,  en el primer caso el consentimiento lo dará el representante legal del menor, 

después de haber escuchado su opinión, conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley Orgánica 

1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor. En el caso de la menor de 16 años en situación 

de desamparo, el consentimiento por representación, será dado por parte de la Entidad Pública que 

haya asumido la tutela (art. 13 bis). 

 

En caso de discrepancia entre la menor y los llamados a prestar el consentimiento por representación, 

los conflictos se resolverán conforme a lo dispuesto en la legislación civil por la autoridad judicial, 

debiendo nombrar a la menor un defensor judicial en el seno del procedimiento y con intervención del 

Ministerio Fiscal. El procedimiento tendrá siempre carácter urgente, esto debido a la especial sujeción 

de plazos en la que se encuentra la  interrupción voluntaria del embarazo20(art. 13 bis). 

 

Garantía de información 

 

Todas las mujeres que manifiesten su intención de someterse a una interrupción voluntaria del embarazo 

recibirán información del personal sanitario sobre los distintos métodos de interrupción del embarazo, 

quirúrgico y farmacológico, las condiciones para la interrupción previstas en esta ley orgánica, los 

                                                
18 Sin necesidad del consentimiento de sus representantes legales. 
19 Será de aplicación el régimen previsto en el artículo 9.3.c) de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre. 
20 En atención a lo dispuesto en el artículo 19.6 de esta ley orgánica 
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centros públicos y acreditados a los que se podrán dirigir y los trámites para acceder a la prestación, así 

como las condiciones para su cobertura por el servicio público de salud correspondiente (art.17). 

En el caso de procederse a la interrupción voluntaria del embarazo después de las catorce semanas de 

gestación por causas médicas, deberá facilitarse toda la información sobre los distintos procedimientos 

posibles para permitir que la mujer escoja la opción más adecuada para su caso. En el supuesto de 

interrupción del embarazo por riesgo de graves anomalías en el feto, la mujer que así lo requiera 

expresamente y nunca como requisito para acceder a la prestación del servicio, podrá recibir información 

sobre los derechos, prestaciones y ayudas públicas existentes relativas al apoyo a la autonomía de las 

personas con alguna discapacidad, así como la red de organizaciones sociales de asistencia social a 

estas personas (art.17). 

 

Toda la información deberá ser clara, objetiva y comprensible. En el caso de las personas con 

discapacidad, se proporcionará en formatos y medios accesibles, adecuados a sus necesidades y las 

mujeres extranjeras que no hablen castellano serán asistidas por intérprete. En aquellas comunidades 

autónomas en las que haya lenguas oficiales, esta atención será dispensada en cualquiera de ellas, si 

así lo solicitare la mujer. (art.17). 

 

Diagnóstico 

 

Para los casos en que el embarazo podrá interrumpirse por causas médicas, el pronóstico de grave 

riesgo para la vida o la salud de la embarazada, deben constar en un dictamen emitido con anterioridad 

a la intervención por un médico o médica especialista distinto del que la practique o dirija. En caso de 

urgencia por riesgo vital para la gestante podrá prescindirse del dictamen (art. 15). 

 

Por su parte la existencia de riesgo de graves anomalías en el feto, debe constar en un dictamen emitido 

con anterioridad a la intervención por dos médicos especialistas distintos del que se lo practique, y para 

cuando se detecten anomalías fetales incompatibles con la vida, este diagnóstico debe constar en un 

dictamen emitido con anterioridad por un médico o médica especialista, distinto del que practique la 

intervención (art. 15). 

 

Para el caso de que se detecte en el feto una enfermedad extremadamente grave e incurable, el 

diagnostico debe ser confirmado por un comité clínico (art. 15), el que estará formado por un equipo 

pluridisciplinar integrado por dos integrantes del personal médico especialistas en ginecología y 

obstetricia o expertos en diagnóstico prenatal y un pediatra. La mujer podrá elegir uno de estos 

especialistas. Ninguno de los miembros del Comité podrá formar parte del Registro de objetores de la 

interrupción voluntaria del embarazo ni haber formado parte en los últimos tres años (art. 16). 

 

Objeción de conciencia 

 

Las personas profesionales sanitarias directamente implicadas en la práctica de la interrupción 

voluntaria del embarazo podrán ejercer la objeción de conciencia, sin que el ejercicio de este derecho 

individual pueda menoscabar el derecho humano a la vida, la salud y la libertad de las mujeres que 

decidan interrumpir su embarazo (art. 19 bis). 



 
 
 

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile  |  Asesoría Técnica Parlamentaria 

20 
 

El rechazo o la negativa a realizar la intervención de interrupción del embarazo por razones de 

conciencia es una decisión siempre individual del personal sanitario directamente implicado en la 

realización de la interrupción voluntaria del embarazo, que debe manifestarse con antelación y por 

escrito (art. 19 bis). 

 

El acceso o la calidad asistencial de la prestación no se verán afectados por el ejercicio individual del 

derecho a la objeción de conciencia. A estos efectos, los servicios públicos se organizarán siempre de 

forma que se garantice el personal sanitario necesario para el acceso efectivo y oportuno a la 

interrupción voluntaria del embarazo. Asimismo, todo el personal sanitario dispensará siempre 

tratamiento y atención médica adecuados a las mujeres que lo precisen antes y después de haberse 

sometido a una interrupción del embarazo (art. 19 bis). 

 

A efectos organizativos y para una adecuada gestión de la prestación se creará en cada comunidad 

autónoma y en el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria (INGESA) un registro de personas profesionales 

sanitarias que decidan objetar por motivos de conciencia respecto de la intervención directa en la 

práctica de la interrupción voluntaria del embarazo (art.19 ter). 

 

Quienes se declaren personas objetoras de conciencia lo serán a los efectos de la práctica directa de la 

prestación de interrupción voluntaria del embarazo tanto en el ámbito de la sanidad pública como de la 

privada (art.19 ter). 

 

Garantía de acceso 

 

Las usuarias del Sistema Nacional de Salud tendrán acceso a la interrupción voluntaria del embarazo 

en condiciones de igualdad efectiva. Las administraciones sanitarias que no puedan ofrecer dicho 

procedimiento en su ámbito geográfico remitirán a las usuarias al centro o servicio autorizado para este 

procedimiento, en las mejores condiciones de proximidad de su domicilio, garantizando la accesibilidad 

y calidad de la intervención y la seguridad de las usuarias (art. 18). 

 

Aplicación de la Ley 

 

Como se expuso más arriba, la Ley Orgánica 9/1985, de 5 de julio, reformada del artículo 417 bis del 

Código Penal, despenalizaba el aborto en tres causales: (1) Cuando era necesario para evitar un grave 

peligro para la vida o la salud física o psíquica de la embarazada (2) Que el embarazo sea consecuencia 

de un hecho constitutivo de delito de violación (3) Que se presuma que el feto habrá de nacer con graves 

taras físicas o psíquicas. Posteriormente, la Ley Orgánica  2/2010 de salud sexual y reproductiva y de 

la interrupción voluntaria del embarazo, amplió las causales permitiendo el aborto libre a las mujeres 

mayores de 16 años, con límite de catorce semanas, entro en vigencia en marzo del 2010. 

 

A continuación, de acuerdo a fuentes oficiales, en el Cuadro N° 3, se exponen el número de casos y 

tasa IVE a escala nacional por año, desde 2014 a 2023, en términos generales y por motivo de 

interrupción. 
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Cuadro N°3. IVE Nacional. Número de casos y tasa por año (por 1.000 mujeres). Porcentaje por causal. 

 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 

Número 94.796 94.188 93.131 94.123 95,917 99.149 88.269 90.189 98.316 103.097 

Tasa 10,46 10,40 10,36 10,51 11,12 11,53 10,33 10,70 11,68 12,22 

Motivo de 

interrupción 
          

A petición de la 

mujer 
88,90 89,46 89,67 89,75 90,44 90,90 90,87 90,98 91,23 93,94 

Grave riesgo 

para la vida o la 

salud de la 

embarazada 

7,15 6,51 6,38 6,38 5,95 5,85 5,73 5,58 5,66 3,20 

Riesgo de 

graves 

anomalías en el 

feto 

3,61 3,71 3,61 3,56 3,32 2,93 3,10 3,12 2,80 2,61 

Anomalías 

fetales 

incompatibles 

con la vida. 

0,32 0,31 0,34 0,30 0,28 0,32 0,31 0,29 0,31 0,26 

Fuente: Ministerio de Salud (2024) 

 

Tal como se ve en el cuadro N° 4, el número de IVEs han tenido cierto aumento, lo que se verifica 

también en un aumento de la tasa de menos de 11 por cada 1000 mujeres hasta el año 2017 a más de 

12 por cada 1000 mujeres el año 2023.  Para todos los años de la serie y todos los casos, el principal 

motivo para acceder a una IVE  es la petición de la mujer embarazada, seguido muy por debajo la causal 

de riesgo de la mujer, la que era de un 7,15% en el año 2014, pero que para el año 2023, solo llegaba 

al 3,20%. Las causales relacionadas con las anomalías fetales se han mantenido más menos constantes 

con un porcentaje de alrededor del 3% para todos los años. 
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